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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISION PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
Proyecto aprobado por Acta No.0236
Hora: 7:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, se entra a resolver lo concerniente al grado de consulta frente a la decisión adoptada el 13 de febrero de 2018, proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas  mediante la cual impuso sanción de arresto por tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, al Dr. José Mauricio Suárez, Director Departamental, encargado, de ASMETSALUD EPS-S y al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General y Representante Legal de esa entidad,  por  desacato al fallo de tutela emitido por ese despacho el 15 de marzo de 2016.

2. ANTECEDENTES
2.1. El  15 de marzo de 2016, el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, amparó los derechos fundamentales a la salud, y la calidad de vida, del señor Villaroel de Jesús Quebrada Suárez, y  como consecuencia de ello, ordenó a ASMET SALUD que autorizara y suministrara el medicamento denominado “Ceritizina 10 mg tableta, en cantidad de 60”, al señor Quebrada Suárez. Así mismo, dispuso que  debía de brindar una cobertura integral de la patología padecida por el actor denominada “psoriasis vulgar, otros puritos” la cual dio origen a la interposición de la acción de tutela (Fl. 2). 
2.2. El 16 de enero de 2018 el señor Villaroel de Jesús Quebrada presentó un escrito ante el juzgado de primer grado, en el cual informó que no había sido posible que la EPSS ASMET SALUD le asignara cita con el dermatólogo en la Liga contra el Cáncer donde siempre había sido atendido, sino que lo remitieron al Hospital Universitario San Jorge donde “le toca amanecer” para que le den una ficha y posteriormente ser atendido.  Por lo tanto, solicitó que se iniciara el trámite pertinente  en aras de ASMET SALUD realice las gestiones tendientes a que le den asignen de manera prioritaria la cita con la especialidad aludida (Fl. 1)

2.3. Por lo tanto, el juzgado de conocimiento dispuso los siguientes requerimientos a la entidad demandada con el fin de hacer cumplir el fallo de tutela:

· Mediante auto del 17 de enero de 2018 decidió requerir al Dr. José Mauricio Suárez, Director Departamental de Risaralda de Asmet Salud EPSS (Fl.  9).
· Mediante auto del 26 de enero 2018 ordenó oficiar al Dr. José Mauricio Suárez y a su superior jerárquico, Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas para que dieran cumplimiento al fallo de tutela (Fl. 11).
· Mediante auto del 2 de febrero de 2018 se dio apertura formal al incidente de desacato en contra de los funcionarios antes mencionados (Fl. 14).
2.4. Ante el silencio de la entidad demandada, el 13 de febrero de 2018 el Juzgado 2º  Penal del Circuito de Dosquebradas resolvió sancionar de arresto por tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, al Dr. José Mauricio Suárez, Director Departamental, encargado, de ASMETSALUD EPS-S y al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General y Representante Legal de esa entidad,  por  desacato al fallo de tutela emitido por ese despacho el 15 de marzo de 2016 (Fls. 17 y 18).
3. CONSIDERACIONES

3.1. COMPETENCIA

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

3.2. PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada se encuentra ajustada a derecho, toda vez que el juez de conocimiento debió establecer si la orden fue acatada o no objetivamente para concluir si procedía la sanción impuesta.

Lo anterior, por cuanto la finalidad del desacato no es otra que lograr el cumplimiento de la orden judicial que dispuso la protección de los derechos fundamentales del accionante.

3.3.  DEL CASO EN CONCRETO 

3.3.1. Luego de impuesta la sanción a los funcionarios de ASMET SALUD EPSS, el apoderado de esa entidad informó que en este asunto específico no procedía la sanción impuesta por el A quo, toda vez que revisada la base de datos del Sistema General de la Seguridad Social en Salud de la Administradora de los Recursos del SGSS- ADRES, el señor Villaroel de Jesús Quebrada Suárez se encuentra afiliado a la NUEVA EPS del régimen contributivo en calidad de cotizante desde el 01/02/2018.  Por lo tanto, solicitó que se revocara o dejara sin efectos la sanción en contra de los Drs. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas y José Mauricio Suárez (Fls. 23-26).  Adjuntó copia de la información de afiliados en la base de datos única de la ADRES (Fl. 27).

3.3.2.  Para corroborar lo anterior, la Auxiliar de Magistrado se comunicó telefónicamente con el señor Quebrada Suárez, quien afirmó haberse trasladado a la NUEVA EPS, en donde se encontraba adelantando todos las diligencias para las valoraciones médicas que requiere, entre ellas, con el dermatólogo (Fl. 4 cuaderno de consulta)  
3.3.3.  En el caso sub examine,  esta Sala verificó que para proferir la decisión objeto de esta consulta el Juez de conocimiento respetó el procedimiento establecido en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta que se enteró tanto a la obligado de acatar el fallo como al superior para que hiciera las gestiones respectivas con miras a su cumplimiento e iniciara el correspondiente proceso disciplinario; es decir, al Director Departamental de la EPSS ASMET SALUD como al Gerente General y Representante Legal de esa entidad. Igualmente, se tuvo buen cuidado de aportar copias de los correos remitidos a  la entidad sobre la sanción impuesta a los mencionados funcionarios. 

3.3.4. Ahora bien, la Corte Constitucional ha considerado que el incidente de desacato es un mecanismo sancionatorio que procura obtener de forma persuasiva, el cumplimiento de la orden de tutela, pero no constituye un fin en sí mismo. Al respecto, señaló lo siguiente
:


“(…) Del texto subrayado –se refiere a la frase contenida en el inciso 2º del artículo 27 del decreto 2591 de 1991 que dice: El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia- se puede deducir que la finalidad del incidente de desacato no es la imposición de la sanción en sí misma, sino la sanción como una de las forma (sic) de búsqueda del cumplimiento de la sentencia. Al ser así, el accionante que inicia el incidente de desacato se ve afectado con las resultas del incidente puesto que éste es un medio para que se cumpla el fallo que lo favoreció.

“Segundo, la imposición o no de una sanción dentro del incidente puede implicar que el accionado se persuada o no del cumplimiento de una sentencia. En efecto, en caso de que se inicie el incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desacatado lo ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá acatar la sentencia.

“En caso de que se haya adelantado todo el trámite y resuelto sancionar por desacato, para que la sanción no se haga efectiva, el renuente a cumplir podrá evitar ser sancionado acatando. Al contrario, si el accionado no acepta la existencia de desacato y el juez, por incorrecta apreciación fáctica, determina que éste no existió, se desdibujará uno de los medios de persuasión con el que contaba el accionado para que se respetara su derecho fundamental (…)”. 

3.3.5.  La Corte Constitucional también ha dicho que  al ser el desacato una manifestación del poder disciplinario del juez “la responsabilidad de quien en él incurra es subjetiva, lo que indica que no puede presumirse la responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento sino que para que haya lugar a imponer la sanción se requiere comprobar la negligencia de la persona comprometida  (Sentencia T-512 de 2011).  Es decir, que en el procedimiento del desacato siempre será necesario demostrar la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela. Al respecto, la Corte Constitucional en la referida providencia señaló lo siguiente:

“30.- Así mismo, el juez de tutela al tramitar el respetivo incidente tiene el deber constitucional de indagar por la presencia de elementos que van dirigidos a demostrar la .esponsabilidad subjetiva de quien incurre en desacato, por tanto dentro del proceso debe aparecer probada la negligencia de la persona que desconoció el referido fallo, lo cual conlleva a que no pueda presumirse la responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento. De acuerdo con ello, el juzgador tiene la obligación de determinar a partir de la verificación de la existencia de responsabilidad subjetiva del accionado cuál debe ser la sanción adecuada – proporcionada y razonable – a los hechos.
31.- De acuerdo con las anteriores consideraciones se tiene que, al ser el desacato un mecanismo de coerción que surge en virtud de las facultades disciplinaria de los jueces a partir de las cuales pueden imponer sanciones consistentes en multas o arresto, éstas tienen que seguir los principios del derecho sancionador. En este orden de ideas, siempre será necesario demostrar que el incumplimiento de la orden fue producto de la existencia de responsabilidad subjetiva por parte del accionado, es decir, debe haber negligencia comprobada de la persona para el incumplimiento del fallo, quedando eliminada la presunción de la responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento.
32.- En este punto cabe recordar que, la mera adecuación de la conducta del accionado con base en la simple y elemental relación de causalidad material conlleva a la utilización del concepto de responsabilidad objetiva, la cual está prohibida por la Constitución y la Ley en materia sancionatoria. Esto quiere decir que entre el comportamiento del demandado y el resultado siempre debe mediar un nexo causal sustentado en la culpa o el dolo”.  
(Subrayas propias)

De acuerdo al precedente subrayado, se concluye que el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia o el dolo de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.

3.3.6. Así las cosas, en este caso en concreto, si bien es cierto la EPSS ASMET SALUD omitió dar cumplimiento al fallo de tutela del 15 de marzo de 2016, también lo es que para el momento en que fueron sancionados sus funcionarios, esto es el 13 de febrero de 2018, el señor Villaroel de Jesús Quebrada Suárez ya se encontraba afiliado a la NUEVA EPS desde el 1º de febrero de 2018, según se puede constatar en la información de afilados de la base de datos de la ADRES (Fl. 27). 
3.3.7.  Por lo anterior, la Sala concluye que dentro del trámite objeto de consulta no quedaron probados negligencia o dolo de la persona que debía cumplir la sentencia de tutela proferida a favor del señor Quebrada Suárez.  En tal virtud, se revocará la sanción impuesta al  Dr. José Mauricio Suárez, Director Departamental, encargado, de ASMETSALUD EPS-S y al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General y Representante Legal de esa entidad.

DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida el 13 de febrero de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, mediante la cual impuso sanción de arresto por tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, al Dr. José Mauricio Suárez, Director Departamental, encargado, de ASMETSALUD EPS-S y al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General y Representante Legal de esa entidad,  por  desacato al fallo de tutela emitido por ese despacho el 15 de marzo de 2016.
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 
Secretario
� Ver sentencia T-421 de 2003.
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